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El trabajo en cuestión plantea los cambios en la forma
de plantear las contribuciones en México a raíz del

nuevo modelo económico, puntualizando en los
aspectos destacados del régimen constitucional y legal

que deben ser reorientados para aspirar a una verdadera
reforma fiscal no sólo cuantitativa sino cualitativa. En
este sentido se argumenta a favor de una política fiscal
participativa, coresponsable y auténticamente federal.

This work sets forth the cahanges in the of state taxs
in Mexico since the economical model, pointing out
the most important themes of the constitutional
and legal regime that must be reorient in order
to achive a true fiscal reform, not only
in a quantitive way but qualitative.
In that sense is argued gain  a shering
fiscal policy and one authentically federal.

Reforma fiscal en México

Luis Figueroa Díaz

Introducción

La economía nacional obedece a un sistema llama-
do de economía mixta, según el cual, el Estado com-
parte la responsabilidad del desarrollo de las activi-
dades productivas con los sectores social y privado.

En términos de nuestra Constitución Política, la
rectoría del Estado en el desarrollo nacional tiene
como propósito garantizar que se alcance una situa-
ción integral y sustentable que permita fortalecer la
soberanía económica y el logro de una democracia
plena.

En este sentido, la participación de los gobiernos
requiere de una base material apropiada y suficien-
te, pero además que no comprometa la capacidad de

pago del ente social e hipoteque a los ciudadanos en
detrimento del objetivo último de esa política: el me-
joramiento de la calidad y dignidad de vida de los
individuos.

Bajo este propósito político y social, en los dis-
tintos modelos de desarrollo que ha experimentado
el país, se han puesto en juego los instrumentos de
la política fiscal, de la teoría de los ingresos públi-
cos y los datos de las finanzas públicas en general.

En este contexto hoy día, que se insiste en la ne-
cesidad de una reforma fiscal profunda en el país, es
oportuno reflexionar en torno de esta parte de la
doctrina, para determinar algunas de las caracterís-
ticas más significativas de nuestro régimen hacen-
dario.

Este es pues, el objetivo de este trabajo. Un aná-
lisis que nos permita además, adelantar los posibles
ajustes que el régimen federal debe asumir en esa
reforma, así como el debate sobre la participación

* Profesor-investigador de la Universidad Autónoma Metropolitana
adscrito al Departamento de Derecho de la Unidad Azapotzalco.
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económica de los agentes públicos y el papel del
gasto e ingreso fiscal.

1.La política fiscal: instrumento
para la reestructuración
del Estado

Una de las posturas que se enuncian para una posi-
ble reforma fiscal en México, tiene que ver con las
teorías económicas dominantes a partir de los años
ochenta del siglo XX; que aplicada al caso de las
cuentas nacionales, tendría relación con el hecho de
que los gobiernos gastan más de lo que perciben en
contribuciones, además de que no aplican correcta-
mente políticas de eficiencia del gasto y control.

Se trata de una visión que recuerda los tiempos
en que el funcionario responsable de la economía se
convertía en “secretario del equilibrio”,1 así como
una respuesta al reordenamiento crediticio interna-
cional, que en lo interno, tiene su aspecto más signi-
ficativo con la reforma al párrafo sexto del artículo
28 constitucional, que instaura el Banco de México
como una institución autónoma, así como el impe-
rativo legal, según el cual ninguna autoridad puede
ordenar a dicho banco conceder financiamiento.

Se asume desde esta visión, a la política fiscal
como parte de la política económica diseñada para
contener los efectos de la inflación, así como instru-
mento para reorientar uno de los esquemas tradicio-
nales de la justificación de las contribuciones, esto
es, la teoría del servicio público, según la cual los
programas de Estado han de justificarse en cierta
forma en la prestación de dichos satisfactores.2

Bajo el lema monetarista de que los gobiernos
gasten menos y mejor, se ha planteado la considera-
ción de la eliminación de los servicios públicos no
básicos, como son los derivados de actividades em-
presariales no estratégicas del Estado.

Sin embargo, tratar este supuesto como parte de
una reforma fiscal, tendría que pasar por asumir que
los esquemas neoliberales económicos correspon-
den a una fase social, en la cual se trasciende por la
vía de la “calidad de vida” no teniendo como re-
ferente el papel preponderante del Estado y de sus

tesis de desarrollo social; y que los componentes de
esa calidad de vida, tales como la salud, la vivienda,
la instrucción, la educación, la seguridad social. El
ocio, la cultura, pueden y deben ser otorgados por
las leyes del mercado y de sus agentes privados.

Supone una propuesta de este tipo, que ha trasla-
dado en definitiva la noción de desarrollo de Estado
hacia los sectores social y privado.3

Desde luego una reforma en tal sentido, debe con-
siderar lo señalado por el artículo 26 constitucional
que divide los sectores y agentes económicos a car-
go de cada uno de ellos, destacándose el virtual de-
bate del párrafo cuarto del artículo 28 constitucio-
nal en materia de áreas exclusivas del Estado.

Además, en los últimos años, el presupuesto de
egresos de la Federación ha considerado como me-
canismo para la desincorporación de entidades, ya
sea por disolución, liquidación, extinción, fusión y
enajenación, el dictamen de una Comisión Interse-
cretarial de desincorporación cuyo documento que
la materialice debe incluir los puntos de vista de los
sectores interesados; dictamen que deberá ser en-
viado por la dependencia coordinadora de sector y
por conducto de la Secretaría de Gobernación a la
Cámara de Diputados para que ésta lo analice y
emita, en su caso, una opinión.

Aún hoy día, después de transcurrir dos décadas
de reformas de la participación económica del Esta-
do, se sostiene la profundización de las posturas li-
gadas a una reforma estructural del Gobierno, y con
ello una de las premisas de esta propuesta de refor-
ma fiscal.

Nuevamente insistimos, que desde esta concep-
ción, la política fiscal más que un instrumento de
transformación social y redistribución del ingreso,
pasaría a ser parte de un instrumento estricto de po-
lítica económica.

Así que, ante el choque de las posiciones que de-
fienden la estructura de gobierno amplia como con-
dición para el desarrollo social y el aumento de la
calidad de vida y de la distribución más equitativa
de los ingresos , y aquellos que sostienen la necesi-
dad de reducir al gobierno y Estado al mínimo in-
dispensable; y ante el fracaso de la mejoría de vida
de gran parte de la población mexicana, la postura
ecléctica ha sido enmarcada en el perfeccionamien-
to del sistema político democrático.

01 Miguel Acosta Romero, Derecho administrativo, vol. I, Porrúa,
México, 1998 3a. ed., p 478.

02 Véase Sergio Domínguez Vargas, Teoría económica, Porrúa, Méxi-
co, 1988, p. 229.

03 Sobre la teoría contraria véase Luis Sánchez Ajesta, “Planificación
y desarrollo social”, en Estudios en honor de Luis Recaséns, Edito-
rial UNAM, México, 1980.
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Por tanto, cuando se afirma que precisamente la
relación Gobernado-Estado-Fisico-Servicio Público,
es donde se encuentra el porqué de la existencia le-
gal de prestación fiscal a favor de la administración
pública;4 ello no explica en el momento histórico de
la formación social mexicana, la principal causa-
efecto del cobro de los tributos. Y no lo explica por-
que en buena parte esos recursos los destina el go-
bierno al funcionamiento de las instituciones que
tienen que ver con sostener un sistema político en
transición: elecciones libres, participación de parti-
dos políticos, mecanismos para arraigar los derechos
humanos, instituciones y jueces electorales, etcétera.

Por tanto en México, el sentido del tributo está
cambiando en su sustentación, donde esa posición
económica de reducción y eficientización del gobier-
no, pasa a ser también una justificación de reorgani-
zación política del propio Estado y de los agentes
económicos privados.

2.Los límites de la recaudación

En la teoría de los ingresos del Estado, se detalla que
cualquier gobierno tiene dos fuentes esenciales para
allegarse de recursos económicos: el ahorro de la
población que se traduce en la recaudación de con-
tribuciones y los ingresos de capital o de sus empre-
sas propias. Evidentemente en estas fuentes no se
considera la deuda pública, la cual por su naturaleza
debe ser excepcional y buscar la capacidad de pago
como condición satisfactoria de las finanzas públicas.

En este panorama de ingresos para el Estado, se
pregunta con insistencia: ¿cuál es el límite de la re-
caudación? Si se habla del patrimonio individual o
de las personas morales podría también agregarse:
¿debe ser 20%, 30% o más de ese patrimonio? En
sentido estricto no existe en nuestra legislación un
límite, el cual está más bien impuesto por las leccio-
nes históricas que han propiciado la caída de estruc-
turas de gobierno.5

Efectivamente, si consideramos lo señalado por
el artículo 31 fracción IV de nuestra Carta funda-
mental, los constitucionalistas nos afirman que las
contribuciones tienen por límite para su crecimien-
to ya sea cuantitativo o cualitativo, la fórmula ideal
de la proporcionalidad y equidad contenidas en las
leyes.

Existe una amplia discusión sobre el sentido y
alcance de estos términos, y desde luego la Suprema
Corte de Justicia de la Nación también se ha mani-
festado al respecto; pero en términos generales co-
incido con los autores que precisan que estos con-
ceptos fueron utilizados en la Carta Magna con un
significado general de justicia, en el que se preten-
dió expresar por el constituyente que las contribu-
ciones deben ser justas.6

Así, la justicia fiscal según la Suprema Corte de
Justicia de la Nación atendería por una parte a la
equidad en cuanto se aplica en forma general a to-
dos los que se encuentren en la misma situación
tributaria, y es proporcional supuesto que se cobra
según la capacidad económica de los causantes.7

Pero, ¿en dónde radica esta justicia fiscal?, si con-
sideramos que cada mexicano al pagar sus contribu-
ciones debe estimar si se cumple con la garantía in-
dividual8 consagrada en el artículo 31 fracción IV
de la Constitución, lo que le llevará seguramente a
un costoso y desgastante juicio frente a las autorida-
des hacendarias; además de que el fallo que consiga
en su litigio no necesariamente juzgará sobre la jus-
ticia fiscal para con su conciudadano que coincida
en el hecho generador del crédito fiscal debatido.

Lo que en la realidad sucede es que, para el con-
tribuyente, la justicia fiscal en los hechos aparece
revestida de complicadas argumentaciones jurídicas
y constitucionales.

Arribar a la fórmula por la cual lo justo y equita-
tivo en lo fiscal supone que exista una relación en-
tre carga fiscal y posibilidad económica del contri-
buyente, no es tan sencillo en apariencia y sobre todo
cuándo se analiza que en la sociedad industrial

04 Adolfo Arrioja Vizcaíno, Derecho fiscal (Colección textos universi-
tarios), 13a. ed., 1988, Themis, México, p 486.

05 Así por ejemplo Ernesto Flores Zavala en su obra Elementos de las
Finanzas Públicas Mexicanas, Porrúa, México, 1982, p. 210; se
manifestaba en este sentido cuando señalaba que era necesario que
el Poder Legislativo se diera cuenta al establecer los impuestos, que
contraía una grave responsabilidad y que, al crear gravámenes in-
justos, se da origen a una inconformidad que puede poner en peligro
la estabilidad misma del Estado. Opinión que sigue siendo hoy día
aplicable.

06 Véase Miguel Acosta Romero, Derecho administrativo, vol. I, Porrúa,
1998, 3a. ed., México, p. 512.

07 Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez y Manuel Lucero Espinosa,
Elementos de derecho administrativo, Limusa, México, 2002, p. 28.

08 Hay que recordar que como lo señala Luis Martínez López en su
obra Derecho fiscal mexicano, Ecasa, México 1989, p. 58; durante
una época se negó a la Suprema Corte de Justicia la facultad para
estudiar los requisitos mencionados de constitucionalidad de las le-
yes fiscales, sin embargo el asunto quedó resuelto en definitiva al
dar la propia Suprema Corte carácter de garantía individual al inci-
so IV del artículo 31 de la Constitución.
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posmoderna se combina la necesidad de Estado, de
dar satisfacción a considerandos, tales como el fo-
mento de la inversión, la especialización y la cali-
dad; el intercambio globalizado; el desarrollo de la
innovación tecnológica y biotecnológica, la acumu-
lación de capital, y, por otra parte, el aumento del
ingreso real por persona que lleve a la potenciali-
zación humana: educación, cultura, inventiva, dig-
nidad de vivir, etcétera.

En este sentido en México, se han utilizado en
las últimas décadas dos clases principales de impues-
tos: los que gravan la renta y los que gravan el con-
sumo. El primero de carácter directo, el segundo de
forma indirecta.

Pues bien, en estos sistemas hay quienes sostie-
nen que la contribución más justa que puede exigir
el Estado a sus habitantes es el impuesto sobre la
renta,9 en tanto otros afirman que el impuesto al gasto
lo es aún más, porque en la propensión al ahorro
que fomenta la inversión, es justo que se grave más
al individuo que sustrae mayor número de bienes de
la sociedad de consumo personal y que, en cambio,
el impuesto al ingreso propicia el consumismo.10

De esta manera aun cuando es deseable el aumento
del número de contribuyentes y aplicar las correc-
ciones legales necesarias para evitar la elusión y

evasión fiscal, esta premisa no resuelve el deside-
ratum de justicia fiscal. Aún peor, el carácter repre-
sivo y sancionador del sistema puede propiciar si-
tuaciones de desobediencia civil. El aumento de la
base de contribuyentes debe seguirse de la precisión
en las leyes del contenido de la justicia fiscal.

Efectivamente, pues en otro orden de ideas, si
observamos el fenómeno impositivo más allá de la
justicia formal, entonces nos encontramos que en lo
pragmático-económico, la actual política federal ha
continuado la ruta de sus antecesoras en lo que res-
pecta a los grupos empresariales.

Pues es innegable que la teoría que justifica el
cobro de las contribuciones basadas en el servicio
público exclusivo del Estado, se contradice con la
creciente participación privada y social en los sec-
tores de infraestructura, así lo consideran los capí-
tulos de inversión pública de los presupuestos de
egresos de la Federación tanto para el ejercicio fis-
cal 2002 como 2003, al señalar que los titulares de
las dependencias y entidades, así como los servido-
res públicos autorizados para ejercer recursos pú-
blicos de las mismas, son responsables de estimular
la conversión con los sectores social y privado en
proyectos de infraestructura (artículo 52, fracción VI).

En consecuencia el adelgazamiento del Estado,
principalmente en su papel agente económico, su-
pone un incremento de los sujetos de la actividad
económica privados. De tal suerte que el gobierno

09 Martínez López, op. cit., p. 60.
10 Acosta Romero, op. cit., p. 498.
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esperaría de este ordenamiento una mayor contribu-
ción fiscal que permita ampliar sus programas. Sin
embargo, los sectores privados empresariales siguen
manifestando su rechazo hacia el incremento de con-
tribuciones.

En este sentido, el debate interno de los sectores
empresarial y comercial no circunda en gravar ma-
yormente en general a la población, sino en insistir
en la injusta y deficiente distribución impositiva en
las capas económicamente activas.11 Al respecto se
cita como capacidad de multiplicación de la econo-
mía informal en México una tercera parte del pro-
ducto interno bruto.12

Condición así, para transitar en una reforma fis-
cal que redistribuya las contribuciones a los secto-
res empresarial y comercial, y que no obligue al con-
secuente endeudamiento público, ésta acompañada
por la reducción de la actividad empresarial del Es-
tado y el aumento de la base de contribuyentes, so-
bre todo, en los sectores comercial e industrial.

Desde este punto de vista, habría que revisar las
teorías que hablan acerca del efecto multiplicador
del gasto público entendido éste como “el coeficiente
por el que un volumen determinado de inversión o
gasto público inicial, debe multiplicarse con el pro-
pósito de obtener el dato más o menos preciso, del
aumento total habido en el ingreso nacional atribui-
ble a esa inversión.13

Pero además, desde la perspectiva constitucional
el artículo 25 establece que al corresponder al Esta-
do la rectoría del desarrollo nacional llevará a cabo
“mediante el fomento del crecimiento económico y
el empleo y una más justa distribución del ingreso
y la riqueza...”.

Así que tanto desde el concepto de justicia fiscal
que atañe a toda la población ciudadana establecien-
do en el artículo 31 fracción IV, hasta el propósito
político enunciado en el artículo 25 constitucional,
aún está pendiente definir una orientación unívoca
a cualquier tipo de variación en las tasas o cuotas de
las contribuciones. Porque el aumento de éstas está
relacionado con estas dos pautas de la política eco-
nómica que he mencionado, esto es, la redistribución

del ingreso (artículo 25 constitucional) y la deriva-
da de la gestión de gobierno en cuanto a la reestruc-
turación de sus empresas.

La primera porque de sostener que el Estado ne-
cesita mayores ingresos fiscales tiene que acompa-
ñarse del mejoramiento de vida de la población; y la
segunda porque de optarse por ampliar la base de
contribuyentes en los sectores empresarial y comer-
cial será seguida de la presión para reordenar el gas-
to de capital del mismo Estado.

3.Democracia representativa
y reforma fiscal

En la doctrina fiscal es un poco tardado el tema sobre
la participación del Ejecutivo federal y del Congre-
so de la Unión en la elaboración de las contribu-
ciones. Suele ser ésta una parte asociada a las fa-
cultades derivadas de la función administrativa del
Presidente de la República, así como una condición
necesaria del ejercicio de tal función. Es también
expresión del presidencialismo económico, según el
cual, el Primer Mandatario debe tener el suficiente
campo de acción económica para desarrollar el plan
y programas estatales.

Pero el énfasis en que la materia impositiva es
propiamente una labor de Estado, sostiene aún la
teoría tradicional de que el sistema enmarca la crea-
ción y establecimiento de las contribuciones en una
discusión Congreso-Primer Mandatario. Ello es una
simplificación de la verdadera transformación que
se ha producido en el país con relación a la partici-
pación democrática.

Las posturas de los partidos políticos en las cáma-
ras llegan normalmente permeadas por las opiniones
de los sectores electorales, por lo que una creciente
participación del público en la discusión sobre los
impuestos contribuye a modificar también algunos de
los principios más denotados de la teoría fiscal.

A partir de que en el año 1998, 29 de diciembre,
la Cámara de Diputados aún debatía la llamada Mis-
celánea fiscal en la cual la oposición al gobierno se
convirtió en algo inusual, aprobándose finalmente y
enviándose apuradamente a la Cámara de Senadores
el 30 de diciembre;14 la función de excepción seña-

11 Es una pugna entre los sectores económicamente organizados, a la
manera de lo ocurrido durante la Revolución francesa con la nacien-
te burguesía, para lo cual puede consultarse a Guillermo Floris
Margadant en su obra Panorama de la Historia Universal del Dere-
cho, Miguel Angel Porrúa, México 1991, pp. 263-269.

12 Arturo Damm Arnal, “Reforma Fiscal ¿la correcta?”, en Este País,
núm. 120, marzo de 2001, p. 6.

13 Sergio Francisco de la Garza, Derecho financiero mexicano. Méxi-
co, Porrúa, 18a. ed., 1999, p. 143.

14 Hugo Carrasco Iriarte, Derecho Fiscal Constitucional, Oxford, 4a.
ed., México, p. 248.
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lada en el artículo 72, inciso h) de la Constitución
mexicana a favor de dicha cámara, has cobrado una
gran vitalidad e importancia para el sistema finan-
ciero público.

Como piedra angular del sistema tributario mexi-
cano, se ha declarado que la definición y discusión
de una contribución es una tarea de Estado en la cual
son los representantes del pueblo, esto es, la Cáma-
ra de Diputados, quienes tienen como tarea política
captar e interpretar los intereses de la población en
el momento de llevar a cabo la aprobación de con-
tribuciones o impuestos.

En la teoría impositiva15 es claro que aun cuando
se argumenta que el Estado puede obtener ingresos
vías de derecho público y vías de derecho privado,
se manifiesta que si ese ente dependiera de la volun-
tad de sus ciudadanos para pagar impuestos, éstos
nunca se darían; y por otra parte, si el gobierno tu-
viera la obligación de dar una contraprestación por
ese pago, tampoco funcionaría un sistema basado
en tal obligación; por lo que en el concepto de im-
puesto se percibe claramente la noción de que el
Estado actúa con soberanía hacia sus súbditos tras-
ladando el cargo de sostener dicha organización po-
lítica.

Fue plasmada así dicha teoría en la obligación
señalada para los mexicanos de contribuir a los gas-
tos públicos así de la Federación, como del Distrito
Federal, o del estado o municipio en que residan
según reza el artículo 31 fracción IV constitucional.

La que desde luego se ve complementada por el
principio de legalidad, según el cual las contribu-
ciones deben establecerse por medio de leyes tanto
desde el punto de vista material como formal; deben
conllevar en sus elementos la precisión del sujeto
activo, el sujeto pasivo, el objeto o hecho genera-
dor, la unidad del tributo, la cuota, la base. La tarifa,
la forma y época de pago y las excepciones; así como
contener los requisitos de constitucionalidad, es de-
cir, el destino en gasto público y la proporcionali-
dad y equidad a la que hemos hecho referencia ante-
riormente.16

Pero este sistema legal protector, nada aporta a la
fase de elaboración de las leyes fiscales, las cuales
en el momento actual se han convertido en docu-
mentos de negociación y pacto político, lo que au-
nado al claro tecnicismo de la labor de estado ejecu-
tiva, han llevado a la nula existencia de los principios

de justicia, certidumbre y comodidad en las leyes
fiscales mexicanas.

Efectivamente aun cuando es de dominio general
que el artículo 71 constitucional otorga la facultad
de iniciar leyes tanto al Presidente de la República,
como a los diputados y senadores del Congreso de
la Unión, así como a las legislaturas de los estados,
en materia federal, es también sabido que es el Pri-
mer Mandatario quien presenta las iniciativas de le-
yes tratándose de la cuestión hacendaria, lo que no
se explica más que bajo el esquema político predo-
minante en México.

Por una parte como lo explica el maestro Elizur
Arteaga Nava, “aunque fundadamente pudiera su-
ponerse que la tarea de elaborar proyectos de leyes,
estudiarlos, dictaminarlos, discutirlos y aprobarlos
es algo que debía recaer preferentemente en los
miembros del Congreso de la Unión, lo cierto es que
en México, como en muchas partes del mundo, esa
labor ha sido confiada a órganos técnicos altamente
especializados; se ha dejado a los legislativos la fun-
ción de ser meros aprobadores de lo estudiado y ela-
borado por otros”.17

Y esto puede ser así, no sólo porque se asume
que una de las principales tareas de un secretario de
Estado hacendario es preparar el programa de ingre-
sos que sustente el plan de gobierno del presidente
en turno, lo que lógicamente deberá ser preparado
técnicamente por un grupo de alta competencia pro-
fesional; sino porque además, en México aún preva-
lece la opinión de que los representantes del pueblo
no tienen, en su generalidad, la capacidad ni los co-
nocimientos para aventurar un programa hacendario
de gobierno.

Al respecto, la Constitución mexicana señala tam-
bién en su artículo 74 fracción IV párrafo segundo,
que el Ejecutivo federal debe hacer llegar a la Cá-
mara de Diputados la iniciativa de Ley de Ingresos a
más tardar el día 15 del mes de noviembre o hasta el
día 15 de diciembre cuando inicie su encargo en la
fecha prevista por el artículo 83 constitucional, Y en
este sentido, la justificación parece apuntar a que
esto es una reminiscencia del derecho inglés en el
que el presupuesto comprendía las necesidades del
rey, por lo que sólo este podía determinar los ingre-
sos necesarios para cubrirlas.18

15 Miguel Acosta Romero, op. cit., p. 478.
16 Hugo Carrasco Iriarte, op. cit., pp. 173-208.

17 Elisur Arteaga Nava, Derecho Constitucional, tomo I, UNAM, Méxi-
co, 1994, p. 255.

18 Ibid., p. 258.
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No obstante, lo cierto es que también nuestra Cons-
titución en materia de discusión de leyes fiscales fue
aún más contundente, puesto que el artículo 72 inci-
so h) señala que: “la formación de las leyes o decre-
tos puede comenzar indistintamente en cualquiera
de las dos cámaras con excepción de los proyectos
que versaren sobre emprésitos, contribuciones o
impuestos, o sobre reclutamiento de tropas, todos
los cuales deberán discutirse primero en la Cámara
de Diputados”.19

Así que la tesis del Constituyente supone otorgar
a los representantes del pueblo una injerencia fun-
damental en la cuestión de los tributos. Para algu-
nos20 sustentado en que ello pudo obedecer nueva-
mente a los antecedentes ingleses relacionados con
el periodo histórico del Rey Juan Sin Tierra; seña-
lan que un proyecto de una ley tributaria puede ser
presentado a la Cámara de Diputados por quiénes
están investidos del poder de iniciativa (Presidente
de la República, diputados y senadores al Congreso
de la Unión).21

Sin embargo, aun cuando nuestro sistema legal
opera de esta forma hoy día, una reforma fiscal de
fondo supone debatir el futuro de la conformación
de los paquetes fiscales. Lo que en consecuencia
decimos es que la Cámara de Diputados y la pobla-
ción misma deben contar con mayores espacios para
iniciar la discusión acerca de las contribuciones.

Puede puntualizarse que exista una razón de go-
bierno que justifique ligar el Presupuesto de Egresos
del Ejecutivo federal con la elaboración de un pa-
quete fiscal. Así por ejemplo, se define al presupuesto
como un acto o un documento que contiene los gastos
y los ingresos o unos con independencia de otros, que
va a realizar el Estado en un ejercicio futuro y debe
ser aprobado invariablemente por el Congreso.22

No obstante, esta definición fue discutida hasta
la reforma al artículo 74, fracción IV, párrafo segun-
do de la Constitución y que se plasmó en el Diario
Oficial de la Federación el 6 de diciembre de 1977,
práctica que descartó a partir de ese año que la ini-
ciativa del presupuesto correspondiera al Congreso
de la Unión o a alguna de las cámaras. El esquema
se resolvió por la vía del debate y discusión Cáma-
ra-Ejecutivo federal, en la que podría obrar cualquie-
ra de los escenarios siguientes:

a) La vía no conflictiva donde aprobado el pro-
yecto de ley fiscal y presupuesto de egresos en
la Cámara de Diputados pasa a ser discutido
en la de Senadores, siendo que si ésta los aprue-
ba pasa al Ejecutivo y se publican ambas leyes.

b) La vía conflictiva en la que pueden darse diver-
sas situaciones ya sea que sean desechados por
la Cámara de Senadores o que por segunda vez
lo deseche esa misma cámara en cuyo caso no
podrá presentarse hasta el siguiente periodo de
sesiones. O puede darse aquí un rechazo par-
cial de la Cámara de Senadores o puede darse
la situación que las modificaciones hechas por la
Cámara de Senadores sean rechazadas por
la Cámara de Diputados a su regreso.

c) Puede darse el caso que aprobadas las leyes
por las cámaras, el Presidente de la República
ejerza el derecho de veto contenido en el artícu-
lo 72 inciso c) constitucional, o ya sea por una
sanción tácita de acuerdo con el mismo artícu-
lo en su inciso b).23

Pero bien, en estos escenarios políticos en los
cuales pueden existir muy diversas posturas de los
grupos parlamentarios tanto en la Cámara de Dipu-
tados como en la de Senadores, la pregunta es ¿cómo
pueden éstos comportarse en los diversos cambios
que se den a la legislación fiscal o cómo pueden re-
orientar sus políticas para aprobar o rechazar ciertas
contribuciones y cómo pueden contar con los meca-
nismos para determinar el sentir de la población en
tales debates?

Es claro que hoy día, el sistema democrático que
se construye en el país apunta a que dicha estructura
de gobierno permita a la población participar acti-
vamente en la definición de las políticas de gobier-
no. Toda vez que si guiados por la aseveración de
que las garantías de seguridad son aquéllas que per-
miten el conjunto general de condiciones, requisi-
tos, elementos o circunstancias previas a que debe
sujetarse una cierta actividad estatal autoritaria para
generar una afectación válida de diferente índole en
la esfera del gobernado.24

No existe ninguna justificación que nos permita
afirmar que en la materia impositiva no participe
la población en la definición de las contribuciones,

19 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Porrúa,
México, 2002.

20 Adolfo Arrioja Vizcaíno, op. cit., pp. 35-36.
21 Ibid., p. 36.
22 Miguel Acosta Romero, op. cit., p. 528.

23 Para detalle sobre la forma de resolver cada debate puede consultarse
la obra citada anteriormente de Adolfo Arrioja Vizcaíno en sus pági-
nas 39 a 42.

24 Luis Carlos Cruz Torrero, Seguridad, sociedad y derechos huma-
nos, Trillas, México, 1995, pp. 18-30.
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aun cuando la teoría se esfuerce por sustentar que
los impuestos son prestaciones obligatorias que no
deben ser discutidas con los gobernados. Esto últi-
mo aparece más como una definición de un Estado
autoritario que de uno democrático.

Justamente como una de las condiciones que se
mencionan para la creciente inseguridad que pade-
ce el país, se encuentra la escasa participación ciu-
dadana, la que si bien lo hace mediante grupos iden-
tificados de presión política, requiere de la apertura
de espacios para la participación de la población en
la definición de políticas fiscales.

Se trata, ya sea que el propio Ejecutivo Federal o
más adecuadamente el Congreso de la Unión, per-
mita mediante espacios de discusión serios y orga-
nizados, la participación de la población en la defi-
nición de ciertas pautas a discutir en la agenda
camaral y en la discusión anual de los ingresos y
egresos del Estado.

Ya se esboza esta situación en lo planteado por el
artículo 26 constitucional que establece que la ley
facultará al Ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el
sistema nacional de planeación democrática, y de
los criterios para la formulación, instrumentación,
control y evaluación del plan y los programas de
desarrollo; pero sin embargo, aun cuando ello se re-
glamenta en la Ley de Planeación correspondiente,
nada dice nuestro Código Fiscal sobre dicha partici-
pación.

Hay que recordar que finalmente, existe una es-
trecha relación entre planificación y presupuesto,
puesto que este último es una fase del proceso total
de planificación; en el cual presupuestar es también
determinar la cantidad de dinero que se necesita y
de dónde se obtendrá ese dinero. Y como tal, el pre-
supuesto es un instrumento que contiene decisiones
políticas que deben expresarse en acción.25

Además, dichos foros, por el desinterés de sus
debates, son en la mayoría de los casos espacios pre-
viamente definidos, en los cuales la real participa-
ción ciudadana apenas aparece manifiesta, situación
que en una verdadera reforma fiscal debe replantear-
se como punto medular de la discusión cámaral con
el Ejecutivo federal. En este sentido, instituciones
como el refrendo y el plebiscito en materia fiscal
pueden ser los medios para las definiciones más
importantes de la política fiscal.

Como ya lo hemos dicho anteriormente,26 lo que
hoy representa la planeación como una técnica aún
definible en nuestro derecho positivo tendrá que
considerarse como uno de los campos vivos del de-
recho económico que cobra una vigencia palpable y
cotidiana para el ciudadano en tratándose, verbigra-
cia, de la discusión del Presupuesto de Egresos e
Ingresos del Estado.

4.La unidad en la política fiscal

El modelo político de la última década en México
está haciendo variar la unidad de la política fiscal.

Como lo señalé en la primera parte de este artícu-
lo los fines tradicionales a los cuales se destinan los
recursos de las contribuciones circundan en la tesis
del servicio público y socialmente necesario. En este
renglón se comprenden los gastos para hospitales
públicos relacionados con la seguridad social; las
obras de infraestructura que por el monto de las in-
versiones aún se consideran como estatales, tales
como presas y sistemas de drenaje; servicio de poli-
cía y procuración de justicia, bomberos y sistemas
de emergencias, etcétera.27

A esta condición económica de los estados mo-
dernos se le ha dado en denominar Poder Tributario,
mismo que tendría que ver con un concepto según el
cual ese ente colectivo puede exigir a los ciudada-
nos que trasladen parte de su riqueza. Esta noción
se aplica íntegramente cuando se habla de los im-
puestos.

No resulta así, cuando se trata de contribuciones,
pues ésta es una acepción con una denotación más
democrática, en donde lo importante es la capaci-
dad contributiva de los ciudadanos.28

Pero la unidad fiscal no sólo supone una justifi-
cación y fines precisos sino que además implica un
conjunto de decisiones políticas, que estando coor-
dinadas, deben redundar en beneficio de la pobla-
ción en su conjunto.

En México, pues, mientras se vivió en un sistema
de partido único, la unidad en la política fiscal no
tuvo mayores altibajos. El desorden financiero fue

26 Ver el artículo del autor denominado “Perspectivas y alcances del
derecho económico mexicano”, en la revista alegatos, UAM-
Azcapotzalco, números 37-38, México, 1997-1998.

27 Sergio Domínguez Vargas, Teoría Económica, Porrúa, México, 1988,
pp. 225-229.

28 Sergio Francisco de la Garza, op. cit., p. 208.25 Sergio Francisco de la Garza, op. cit., pp. 99-100.
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producto más de las decisiones de gasto basadas en
el endeudamiento público y en los ingresos de capi-
tal vía el uso del petróleo, que en dificultades para
lograr esa unidad de la política fiscal.

Efectivamente, tanto en el ámbito federal, como
estatal el predominio político de un partido posibili-
taba la obediencia a dicha unidad en la política fis-
cal. Sin embargo, en el momento actual la diversi-
dad en la composición del poder supone que esa
unidad puede dejar de existir, sobre todo cuando a
nivel local y federal no se coincida en el estableci-
miento y necesidad de ciertas contribuciones.

Aun cuando debe seguir considerándose que des-
de el punto de vista cualitativo el peso de los im-
puestos radica en aquellos de naturaleza federal, es
claro que a nivel local pueden tomarse decisiones
de política económica fiscal distintas a las del cen-
tro. Este es un rasgo distinto de nuestra economía
pública actual. De aquí que el sistema actual de par-
ticipaciones de contribuciones federales a las enti-
dades federales, sea un sistema de disuasión políti-
ca a fin de seguir manteniendo la unidad en la política
fiscal.29

La real federalización política de nuestro país, es
el primer paso para la federalización impositiva, lo
cual es parte de una auténtica reforma tributaria y
eslabón necesario para el desarrollo económico au-
tónomo de los estados.

En México, es necesario en este renglón, modi-
ficar la Constitución para establecer un poder tri-
butario originario a los estados y Distrito Federal,
en ciertas contribuciones que aún son delegadas por
la Federación y por otra parte, es conveniente esta-
blecer un marco jurídico que establezca las bases
de lo que se ha dado en llamar en otros países el
federalismo cooperativo, por el cual en lugar de
enfatizar sobre los derechos y la independencia de
las provincias, encara el problema federal esencial-
mente desde el punto de vista de la división de po-
deres, con el objeto de maximizar la efectividad de
la política fiscal.30

5.Reflexiones sobre la justicia
fiscal

Como he señalado anteriormente, los conceptos de
proporcionalidad y equidad contenidos en la Cons-
titución, son el marco referencial de la justicia fis-
cal mexicana.

Con estas fórmulas jurídicas se pretende corregir
las deficiencias de la legislación y los efectos nega-
tivos de las cargas impositivas en la población. Sin
embargo, la justicia fiscal no puede ser entendida
bajo un término restringido, esto es, referido única-
mente a que mediante complicadas y sofisticadas
formas de comprender los términos de equidad y
proporcionalidad se arribe a obtener una mayor pre-
cisión en el legislador de estas categorías al elabo-
rar las leyes.

Por otra parte, tampoco es deseable que la pobla-
ción si tiene y tendrá en el futuro la posibilidad de
opinar sobre las contribuciones que ha de cubrir al
Estado, lo haga en función de un conocimiento téc-
nico de las leyes impositivas; para la mayoría de la
población contribuyente éstas no sólo son compli-
cadas sino a veces especializadas, requieren forzo-
samente de la intervención de un profesional de los
impuestos.

En consecuencia, si el sistema de justicia fiscal
está diseñado para que opere únicamente en los jui-
cios y disputas legales, entonces en vez de ser un
método justo, se convierte en su contrario, es decir,
un método injusto por la especialización y el alto
costo que implica la defensa legal ante los tribuna-
les fiscales.

Aunado a lo anterior, si consideramos que en
México aún son causas de la elusión fiscal las altas
tasas impositivas frente a la capacidad económica
real de la población que tributa y la inmoralidad
administrativa,31 estamos pues ante un sistema de
justicia formal pero no real.

Conclusiones

1. En el momento actual los fines de la política
fiscal se encuentran relacionados con el per-
feccionamiento del sistema político mexicano,

31 Adolfo Arrioja Vizcaíno, op. cit., p. 492.

29 Para ahondar en este tema ver artículo del autor “Evolución del Sis-
tema Federal Económico: la participación de ingresos federales a
entidades y municipios”, en alegatos, UAM-Azcapotzalco, núm. 39,
1998.

30 Sergio Francisco de la Garza, op. cit., p. 210.
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lo que conlleva al debate necesario sobre el
papel económico activo de las empresas pú-
blicas y de los servicios prestados por el mis-
mo. La reforma fiscal debe partir de un debate
sobre los fines económicos del ente público,
asumiendo que el artículo 25 constitucional
requiere de mayor precisión en cuanto a las
responsabilidades que comparten los sectores
público, privado y social en la llamada “eco-
nomía mixta mexicana”.

2. El aumento de contribuciones en México debe
resolver un debate aparentemente en pugna,
esto es, por una parte el destino social de los
ingresos y por otro, la ampliación de la base
de contribuyentes, especialmente, en los sec-
tores económicamente organizados; así como
el papel de las empresas públicas en el marco
de la economía globalizada.

3. La democracia representativa en el país no
cuenta con espacios legales suficientes para la
participación de la población en la definición
de las políticas de gobierno en materia fiscal.
Esta es una premisa importante en cualquier
reforma, ya que sólo mediante esa apertura po-
drá darse un cabal cumplimiento a los princi-
pios de justicia, comodidad, y certidumbre en
las leyes hacendarias.

4. Consolidar en México un sistema fiscal requie-
re superar las actuales condiciones de concu-
rrencia y coordinación fiscal entre los órdenes
de gobierno local y federal, situación para una
verdadera unidad en la política tributaria.

5. La justicia fiscal para convertirse en cotidiano
y cercano ejercicio para el gobernado debe
pasar de los términos meramente formales a
una situación que se refleje en la realidad.


